
Buenos Aires, 10 de enero del 2020 

Ministerio de Economía de la Nación 

Coordinación de Gestión Documental Administrativa  

  María Graciela Ocaña, DNI 14.184.382 (mocana@hcdn.gob.ar), con 

domicilio en la calle Riobamba n° 25, 8° Piso, Oficina 860, teléfono 6075-7100 Int. 2956 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, me dirijo a Ud. a fin de presentar la siguiente 

impugnación, en referencia a los Sres. Carlos Alberto Oscar Cruz y Mariana Noemí 

Quevedo, propuestos por este Ministerio para ocupar los cargos de Presidente y 

Vicepresidente de la Unidad de Información Financiera de la República Argentina, en los 

términos del artículo 9, inciso f) de la Ley 25.246, conforme las modificaciones de las leyes 

26.683 y 27.260.   

I. FUNDAMENTOS 

  Fundo mi impugnación en la falta de idoneidad del Sr. Cruz, quien carece de 

los antecedentes técnicos y profesionales en la materia que exige el artículo 11 inciso 2) de 

la Ley 26.683, así como en la inhabilidad moral de la Sra. Quevedo, en los términos del 

artículo 10 de la misma ley, todo lo cual tornaría ilegales las referidas designaciones, 



haciendo incurrir a sus eventuales responsables en el delito de incumplimiento de deberes 

de funcionario público, establecido en el artículo 248 del Código Penal de la Nación.   

II. CONSIDERACIONES RESPECTO AL SR. CRUZ 

  En primer lugar, cabe destacar que el Sr. Cruz carece de los conocimientos 

técnicos que resultan necesarios para ejercer la Presidencia de la UIF, de acuerdo con las 

misiones y funciones asignadas por ley al organismo en cuestión. La propia lectura de sus 

antecedentes revela su falta de experiencia en materia regulatoria, su falta de conocimientos 

en el campo de la inteligencia financiera y en la sensible misión de cooperación 

internacional que reviste la UIF, y su falta de practica profesional penal vinculada 

estrictamente con la temática compleja del lavado de activos y la financiación del 

terrorismo.  

  Si bien el Sr. Cruz es miembro de institutos, comisiones y asociaciones, ha 

realizado cursos de posgrado y brindado cursos como docente, dichos logros resultan 

claramente insuficientes para presidir un organismo de naturaleza netamente operativa 

como la UIF. Asimismo, la orientación de sus principales estudios y antecedentes 

profesionales no guardan relación alguna con la temática específica sobre la que la UIF 

ejerce competencias y coopera internacionalmente. Tal es el caso de su posgrado 

“Especialización en Protección Jurídica del Medio ambiente, Flora y Fauna, Ordenación del 

Territorio y Patrimonio Histórico”, que por más meritorio que sea, en nada se relaciona con 

las misiones y funciones de la UIF. 



  Las citadas carencias del Sr. Cruz se han puesto de manifiesto en sus 

inadecuadascríticas públicas al Grupo de Acción Financiera (GAFI), y otros organismos 

internacionales,por su supuesta “injerencia en la elaboración de políticas legislativas en 

materia penal referidas a los delitos económicos”, sin advertir que Argentina es miembro 

pleno del GAFI y ha asumido voluntariamente su compromiso de cumplir con los 

estándares globales que dicha organización fija en materia de prevención de lavado de 

activos y financiación del terrorismo. Dichas críticas resultan además inoportunas, teniendo 

en cuenta la evaluación que el GAFI tiene programada para la República Argentina para 

fines del 2020.  

  Los antecedentes del Sr. Cruz impiden corroborar que cuente con 

conocimientos mínimos respecto delos estándares internacionales que el GAFI establece,así 

como de las metodologías y procesos de evaluación, frente a los que la UIF será evaluada 

en el 2020. Dichas falencias exponen al país al riesgo de una defensa inadecuada por parte 

del Sr. Cruz, y a las consecuencias adversas de un resultado negativo en la referida 

evaluación, tal como ya ocurriera en el pasado con la gestión de José Sbatella, bajo la 

presidencia de Cristina Fernández de Kirchner, que termino llevando al país a la conocida 

“lista gris del GAFI” de países con serias deficiencias estratégicas, situación en la que 

permaneció durante 4 años.  

  Por otro lado, las manifestaciones públicas del Sr. Cruz relativizando la 

importancia de la corrupción por sobre otros delitos económicos, como la evasión fiscal, 

que a su juicio “reviste mayor gravedad por ser capaz de generar mayores afectaciones 

sociales” es otra demostración evidente de su falta de conocimientos en la materia. Es 



indiscutible a nivel internacional la correlación existente entre ambos delitos en cuestión -a 

mayor corrupción, más evasión-, así como la trascendencia asignada por la comunidad 

internacional a la lucha contra la corrupción pública, como pilar fundamental de la 

seguridad y la estabilidad global. 

  Finalmente, resulta preocupante la falta de independencia del Sr. Cruz con 

respecto a la política y al gobierno nacional. Tanto el Presidente de la Nación como el 

Presidente del Partido Justicialista de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -denunciado 

por la actual gestión de la UIF por lavado de activos-, han manifestado públicamente su 

amistad con el Sr. Cruz y el mismo Cruz ha manifestado su militancia en el Partido 

Justicialista y su simpatía con el Kirchnerismo, todo lo cual torna cuestionable su capacidad 

para liderar una entidad como la UIF, de la cual se espera una operación autónoma e 

independiente del poder político y el gobierno, conforme a la Ley 25.246 y la 

Recomendación 29 del GAFI.  

III. CONSIDERACIONES RESPECTO A LA SRA. QUEVEDO 

  La Sra. Quevedo se desempeñó como Directora de Asuntos Jurídicos de la 

UIF entre los años 2010 a 2015, bajo la gestión de Jose Sbatella, la gestión más 

desprestigiada en la vida de la institución, que culminó con los resultados de cumplimiento 

más bajos en toda la historia de un miembro del GAFI -solo 2 de los 49 estándares 

evaluados resultaron cumplidos-, la consecuente inclusión del país en la ya citada lista gris 

de dicho grupo internacional, y un trabajo posterior altamente deficiente que llevo a la 



Argentina a ser el país del GAFI que más años tardara en superar dicha situación -4 años en 

la lista gris-.  

  La facultad de querellar fue ejercida por la Dirección de Quevedo con 

absoluta discrecionalidad, sin la existencia de protocolos para el ejercicio de la misma, y sin 

los criterios objetivos hoy vigentes para justificar la actuación de la UIF en causas penales. 

Ello dio lugar a un ejercicio arbitrario de dichas facultades y a abusos de autoridad, por los 

cuales su ex titular, el Sr. Sbatella, se encuentra procesado penalmente.   

  En este sentido, resulta preocupante la ínfima cantidad de querellas 

presentadas durante los períodos en los cuales la Sra. Quevedo se desempeñó como 

Directora. A modo de ejemplo, en el año  2012, la UIF se presentó como querellante en 

dieciocho (18) causas judiciales, que se suman a las diecisiete (17) en las que habría 

intervenido desde el año 2009, según documentos oficiales de aquellos años. Estas cifras 

resultan lamentables, pero resulta más preocupante aún la escasa participación que ha 

tenido la UIF en querellas relacionadas con el lavado de activos provenientes del 

narcotráfico, durante los años en los que se desempañó Quevedo. 

Incluso ello queda demostrado por el hecho de que el propio presidente, el 

Sr. Sbatella, fue denunciado penalmente en el año 2013 por quien suscribe la presente, en 

conjunto con el Ex Diputado Nacional Manuel Garrido, por haber pedido específicamente a 

las entidades financieras que no reporten las operaciones sospechosas de lavado de activos 

–ROS-, con la clara intención de encubrir estos ilícitos.  



Dicha denuncia fue presentada a fin de que se investigue la posible comisión 

de los delitos de abuso de autoridad y encubrimiento, dado que existían fundadas sospechas 

de que, en dos reuniones mantenidas entre el Sr. Sbatella y altos ejecutivos y oficiales de 

cumplimiento de las normativas antilavado de los bancos, el titular de la UIF hubiera 

dictado la orden de incumplir con la leyes 26.860 y 25.246, con la consecuencia directa de 

estar facilitando el lavado de dinero, obstaculizando las investigaciones acerca del origen 

ilícito de esas sumas de dinero y ayudando a eludir la justicia a los autores de los delitos 

mencionados. Los hechos mencionados habían sido confirmados por tres presidentes de 

bancos privados de primera línea, dos oficiales de cumplimiento antilavado de otros dos 

bancos, y una técnica del sector bancario. 

Sin embargo, desde la Dirección de Asuntos Jurídicos de la UIF, durante la 

gestión de Quevedo, sí se presentaron querellas penales para proteger a imputados 

vinculados al gobierno de la ex presidenta, y actual vicepresidenta, Cristina Fernández de 

Kirchner, así como para perseguir a quienes la misma considerara sus “adversarios 

políticos”. 

Por ejemplo, en el año 2013, la UIF realizó una presentación ante el juez 

federal Julián Ercolini donde acusó a los principales accionistas de Papel Prensa, el Grupo 

Clarín y La Nación, de lavado de dinero proveniente de la apropiación de la fábrica de 

papel para diarios durante la última dictadura. Quedó demostrado entonces que la entidad 

solo funcionaba como instrumento de presión o cobertura de los intereses del Poder 

Ejecutivo Nacional de aquel entonces.  



Ello nos lleva a concluir que si bien en aquellos años la UIF, y 

específicamente la Dirección a cargo de la Sra. Quevedo, no se mostraba muy interesada en 

perseguir los Reportes de Operaciones Sospechosas –ROS- de actividades vinculadas al 

Narcotráfico, sí se mostraba preocupada por promover querellas contra los “enemigos” de 

turno del Gobierno Nacional.  

Las consideraciones expuestas me llevaron a impugnar la candidatura del Sr. 

Sbatella en el año 2014, momento en el que fue propuesto para ocupar nuevamente el cargo 

de presidente de la UIF, atendiendo a su falta de idoneidad para ocupar el puesto, dada la 

escasa actividad del organismo durante su mandato, demostrada por sus propias 

estadísticas, las cuales daban cuenta de que su funcionamiento era meramente cosmético o 

formal, ya que la cantidad de operaciones en las que intervenía eran irrisorias, lo cual ha 

sido destacado incluso por el GAFI, con las consecuencias ya mencionadas para la 

argentina.  

  Por las razones citadas, entendemos que el posible nombramiento de la Sra. 

Mariana Quevedo para el cargo de vicepresidenta en la nueva gestión de la UIF resulta 

temerario, no solo por la discrecionalidad con la cual desempeñó el rol de Directora de 

Asuntos Jurídicos durante la gestión de Sbatella, sino porque durante aquellos años actuó 

con la clara finalidad de encubrir a los imputados que mantenían vínculos con la Sra. 

Cristina Fernández de Kirchner, y de perjudicar a sus adversarios, razón por la cual no 

resultaría descabellado suponer que su nombramiento actual busca favorecer y/o encubrir a 

la actual Vicepresidenta. 



Más aún, durante aquellos años, la facultad de querellar de la UIF, a cargo de 

la Sra. Quevedo, se desarrolló sin estrategia, sin poner foco en los bienes ni en la 

investigación financiera y patrimonial, como ocurre en la actualidad, centralizando recursos 

en unas pocas jurisdicciones y desatendiendo zonas vulnerables de frontera, como las 

provincias fronterizas del Norte Argentino donde, a pesar de la evidente problemática de 

narcotráfico, hasta el 2015 la UIF no querellaba. De igual gravedad resulto la desatención 

de la Dirección a cargo de Quevedo de las causas de lavado de activos con delitos 

precedentes de corrupción, teniendo en cuenta la notoria situación de corrupción estructural 

que hasta el 2015 afectaba al país.    

  Durante la gestión de Quevedo se cometieron numerosas irregularidades en 

el manejo de la información confidencial que la UIF recibe, analiza y disemina, 

apartándose de prácticas internacionales aplicables en la materia y generando de tal modo 

una crisis de confianza en las relaciones del organismo con sus pares en la comunidad 

internacional. En particular, se disemino información revelando y exponiendo a riesgos a 

las fuentes de información, sin el menor resguardo debido a la confidencialidad, ni al 

respeto a las autorizaciones de divulgación otorgadas. Como consecuencia de las reiteradas 

divulgaciones de información no autorizadas desde la Dirección de Asuntos Jurídicos, se 

suspendieron acuerdos internacionales de intercambio de información con otros países, 

dejando a la UIF de Argentina prácticamente fuera del acceso a la información 

internacional.     

  Por último, cabe destacar que la Sra. Quevedo se encuentra imputada, en los 

términos del artículo 62 del régimen de investigaciones administrativas, en el sumario 



disciplinario que instruye el Ministerio de Economía tendiente a esclarecer las serias 

irregularidades detectadas en el llamado a licitación pública para el reacondicionamiento de 

las antiguas oficinas de la UIF y la adjudicación de la misma a la empresa BEBANATO 

S.A., hechos que dieron lugar a una denuncia ante la Oficina Anti-Corrupción y posterior 

denuncia penal, aun bajo investigación por parte del Juzgado Criminal y Correccional 

Federal Nº 3, Secretaria Nº 6 (en el Expediente Nº17159/2016. 

IV. PETITORIO 

  Por todo lo expuesto, solicito: 

1) Se tengan por presentadas las impugnaciones contra los candidatos Carlos Alberto 

Oscar Cruz y Mariana Noemí Quevedo, con los fundamentos expuestos, en los 

términos del artículo 9, inciso f) de la Ley 25.246, conforme las modificaciones de 

las leyes 26.683 y 27.260;  

2) Se reproduzcan oralmentelas presentes impugnaciones en la Audiencia Publica a ser 

celebrada el 22 de Enero del 2020, exigiéndoles al Sr. Cruz y a la Sra. Quevedo dar 

respuesta satisfactoria a todos los fundamentos de impugnación aquí expuestos para 

cada uno de ellos, y;  

3) Se tomen en cuenta y valoren los fundamentos de las presentes impugnaciones al 

momento de dictarse la resolución final. 



Atentamente, 


